La Plata, 15 de abril de 2009.




VISTO: la presentación formulada por la Federación Judicial Argentina en cuanto se peticiona la eliminación de todas aquellas acordadas o reglamentaciones que afecten valores jurídicos vinculados con el ejercicio de la libertad sindical.




Y CONSIDERANDO: Que preliminarmente debe precisarse que, con excepción de la resolución 1574/85 (del 4/10/1985), las resoluciones de esta Suprema Corte obrantes a fs. 42/59, así como las mencionadas a fs. 66, no guardan relación directa con el pedimento formulado.




Que en el contexto así delimitado, se impone señalar que la citada resolución 1574/85 no puede ser interpretada sino en el marco de una estricta relación de congruencia entre la directriz plasmada en sus considerandos (en cuanto de manera inequívoca resaltan que “el derecho constitucional de reunión que asiste al personal judicial no debe ejercitarse de tal modo –como viene ocurriendo con frecuencia- que menoscabe otras instituciones de la misma naturaleza, como las de solicitar y administrar justicia, obstaculizando el orden y el normal funcionamiento del servicio…”), y las prescripciones contenidas en su parte resolutiva, la que recepta el derecho de reunión materializado de modo tal que no perturbe, obstaculice y/o propenda a la alteración del normal desenvolvimiento de una eficaz administración de justicia, prerrogativa esencial del Estado.




Que en este sentido, el Comité de Libertad Sindical de la O.I.T., en el 332º informe (de noviembre de 2003) pronunciado en el caso Nº 2223 (con motivo de la queja presentada contra el Estado Argentino por la Asociación Gremial de Empleados Judiciales de la Provincia de Córdoba, A.G.E.P.J.C., y la Federación Judicial Argentina, F.J.A.), recordó que el límite a la concesión de facilidades a los representantes de las organizaciones sindicales de empleados públicos para el desarrollo de su cometido sindical (durante las horas 
de trabajo o fuera de ellas) lo constituye –precisamente- que su actividad no perjudique la prestación del servicio interesado, de conformidad con lo establecido en el art. 6 del Convenio Nº 151 sobre las relaciones de trabajo en la administración pública, ratificado por Argentina.




Que en este orden, la importancia de la labor de control del Comité de Libertad Sindical ha sido puesta de relieve por la Corte Interamericana de Derechos Humanos –cuya competencia reconoce nuestro país- en el caso “BAENA, Ricardo y otros c/ Panamá” (sent. del 2-II-2001), en el sentido de otorgar validez y plena eficacia a la interpretación que dicho órgano formule en torno a los convenios y recomendaciones de la organización vinculadas a la libertad sindical, en cuanto sus dictámenes u opiniones deben servir de referencia o guía insoslayable para resolver los casos en los que pudieran verse afectados los derechos cuya tutela emerge de dichos instrumentos.




Que idéntica tesitura, con particular referencia al precedente internacional citado, ha sido recogida por la CSJN en el caso “A.T.E. c/ Ministerio de Trabajo” (S.C.A. Nº 201, L. XL, sent. del 11-XI-2008) (consids. 6º y 8º), resaltándose –en la análoga línea conceptual- la jerarquía constitucional del Convenio Nº 87 de la O.I.T. sobre la libertad sindical y la protección del derecho de sindicación, lo que resulta de su incorporación –a texto expreso- en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (art. 8.3.) y en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (art. 22.3) (art. 75, inc. 22, Constitución Nacional) (consid. 5º).




Que bajo las señaladas pautas directrices, este Tribunal considera que el ejercicio del derecho de reunión, visto como una de las facetas del goce efectivo de las garantías inherentes a la libertad sindical, en condiciones que se “…aseguren a los habitantes de esta Provincia su legítimo derecho constitucional de acceso a la justicia y tutela continua y efectiva de la misma” (arts. 15, 164 y 189, Constitución Provincial), debería traducirse en los hechos en la realización de asambleas o reuniones en el lugar de trabajo, durante la franja horaria comprendida en la primera o última hora de la jornada judicial, lo 
que –claro está- no redundaría, de manera alguna, en desmedro de los fines sindicales perseguidos.




Que bajo esta modalidad, no obstante la interpretación a la que debe ceñirse la resolución 1574/85, se impone inevitablemente decidir su abrogación para evitar cualquier eventual desarmonía con la solución delineada, en la medida que se halla en juego una garantía de raigambre constitucional, reconocida por numerosos instrumentos internacionales que revisten esa jerarquía, como la vinculada con el ejercicio de los derechos propios de la libertad sindical (arts. 14 bis y 75 inc. 22 de la Constitución Nacional, XXIII de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, 20 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, 22.1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 8.1.a. del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 16.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos).




POR ELLO: la Suprema Corte de Justicia, en ejercicio de sus atribuciones,

R E S U E L V E :



1º) Autorizar al personal del Poder Judicial a celebrar asambleas o reuniones en su lugar de trabajo durante la franja horaria comprendida en la primera o última hora de la jornada judicial. El ejercicio de estos derechos, en modo alguno podrá perjudicar el funcionamiento eficaz de la administración o servicio de justicia.




2º) Derogar la resolución 1574/85.




Regístrese. Comuníquese.

                   JUAN CARLOS HITTERS, LUIS ESTEBAN GENOUD, HECTOR NEGRI, HILDA KOGAN, EDUARDO JULIO PETTIGIANI, EDUARDO NESTOR de LAZZARI, DANIEL FERNANDO SORIA. Ante mí: JORGE OMAR PAOLINI, CARLOS ALBERTO BARREDA.
